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I. LA INCOMODIDAD QUE GENERAN LAS ZBE PARA LA POBLACIÓN Y 
SUS CONSTANTES IMPUGNACIONES: TURNO DE ENJUICIAR LA DE 
VALLADOLID Y LA DE BURGOS, CON OPUESTO RESULTADO 

Las llamadas Zonas de Bajas Emisiones (ZBE) instauradas en nuestras 

ciudades suponen una importante limitación a la libre circulación de las personas 

y una afectación especialmente intensa para aquellos ciudadanos que carecen 

de capacidad económica suficiente para adquirir los vehículos autorizados a 

acceder a estos espacios. No resulta extraño, por ello, que hayan suscitado una 

notable contestación social y que, además, hayan sido objeto de una creciente 

litigiosidad ante los tribunales. 

Tras la impugnación y posterior anulación de la ZBE de Segovia, comentada en 

el número anterior de esta revista, durante este semestre ha sido el turno de las 

ZBE de Burgos y Valladolid. En ambos casos las impugnaciones proceden de 

ámbitos muy distintos y persiguen objetivos contrapuestos, circunstancia que 

también explica el diferente resultado alcanzado en cada procedimiento. 

La primera impugnación ocurrió pocos días después de cerrar el número anterior 

de esta revista, el 31 de octubre de 2025 y corresponde a la ZBE de Burgos. La 
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sentencia, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 

Superior de Justicia de Castilla y León con sede en Burgos (STSJCyL 216/2025, 

de 31 de octubre de 2025), resuelve el recurso interpuesto por el Grupo Municipal 

del Partido Socialista Obrero Español contra el acuerdo del Pleno del 

Ayuntamiento de Burgos de 19 de julio de 2024, por el que se aprobó 

definitivamente la Ordenanza reguladora de la Zona de Bajas Emisiones del 

municipio. 

A diferencia de lo ocurrido con la ZBE de Segovia y, como posteriormente 

sucedería con la de Valladolid, el objetivo del recurso no era la eliminación de la 

zona por considerarla excesivamente restrictiva, sino precisamente lo contrario: 

se pretendía su anulación por entender que la delimitación aprobada resultaba 

insuficiente para alcanzar los fines perseguidos por la normativa aplicable. 

Los recurrentes sostenían que, tal y como reconoce la propia sentencia, y 

admitía el Ayuntamiento de Burgos, aproximadamente el 90% del ámbito 

afectado por la ZBE ya era peatonal con anterioridad a su implantación. Desde 

esta perspectiva, consideraban que la ordenanza no produciría una mejora real 

ni de la calidad del aire en la zona delimitada ni de las condiciones ambientales 

generales de la ciudad. A su juicio, la ZBE debía abarcar una superficie 

considerablemente mayor, imponer restricciones más intensas a la circulación 

de vehículos y extender sus efectos a una parte más significativa de la población 

burgalesa. 

La Sala, sin embargo, considera que no le corresponde determinar cuál debe ser 

la extensión territorial concreta de una ZBE, al tratarse de una decisión 

eminentemente política y discrecional. Su función se limita a verificar si la 

delimitación adoptada resulta arbitraria o si, por el contrario, presenta una 

entidad suficiente para cumplir los objetivos y exigencias establecidos por la 

normativa vigente. 

En esencia, el recurso se articulaba sobre la idea de que la ZBE de Burgos era 

insuficiente desde diversas perspectivas: territorial, técnico-jurídica, ambiental, 

poblacional y de planificación. Sin embargo, el tribunal rechaza todos estos 

argumentos. 
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Entre los razonamientos más relevantes de la sentencia, destaca la afirmación 

de que “el hecho de que habite poca población en este ámbito de la ciudad y de 

que su mayoría sea peatonal en ningún caso implica que existan motivos legales 

para declarar la nulidad de la ordenanza pues no se acredita concurran los 

supuestos previstos en el artículo 47.2 de la ley 39/2015”. Asimismo, la Sala 

reconoce que una ampliación de la ZBE probablemente habría permitido una 

mayor reducción de emisiones, pero recuerda que “como también se hubiese 

conseguido una mayor reducción si la Zona de Bajas Emisiones abarca casi todo 

el municipio, pero ello entraría directamente en confrontación con un adecuado 

desarrollo económico y social de la ciudad lo cual debe compaginarse con una 

disminución de las emisiones y sobre todo si nos encontramos ante un municipio 

en que raramente se superan los límites máximos de emisiones contaminantes 

establecidos por la normativa específica”. 

La sentencia también recuerda que, aunque mediante este tipo de zonas puedan 

perseguirse objetivos adicionales —como el fomento del comercio tradicional, la 

promoción del turismo, la mejora de la ciclabilidad o el incremento de la 

peatonalización urbana—, tales finalidades son accesorias respecto de la 

función principal de las ZBE. Como señala la propia resolución (FJ 6), estas 

constituyen únicamente una herramienta más dentro de las políticas públicas de 

movilidad y sostenibilidad y la finalidad esencial de las ZBE es contribuir a la 

lucha contra el cambio climático mediante la reducción de las emisiones de 

gases de efecto invernadero. Desde esta perspectiva, la Sala concluye que no 

puede sostenerse que la ZBE de Burgos, pese a sus particulares características, 

resulte incapaz de cumplir dicho objetivo. 

Por todo ello, y una vez comprobada la corrección del procedimiento de 

elaboración de la ordenanza, el tribunal desestima íntegramente el recurso y 

confirma la plena validez de la ZBE de Burgos. 

Muy distinta fue la suerte de la ZBE de Valladolid, impugnada en esta ocasión 

desde la sociedad civil, concretamente por la asociación LIBERUM, con la 

finalidad de reducir o eliminar los efectos derivados de su implantación. La 

resolución correspondiente fue dictada mediante la STSJCyL 281/2026, de 16 

de marzo de 2026. 
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En este caso, la asociación recurrente solicitaba la declaración de nulidad de 

pleno derecho de la Ordenanza reguladora de la Zona de Bajas Emisiones de 

Valladolid por un “nutrido conjunto de causas de infracción del ordenamiento 

jurídico”. La mayor parte de los motivos de impugnación, además acogidos por 

la Sala, se centraban en cuestionar la adecuación del procedimiento seguido 

para la elaboración y aprobación de la ZBE. 

El tribunal recuerda que el Real Decreto 1052/2022, norma que regula el 

procedimiento de implantación de estas zonas, exige la elaboración previa de un 

proyecto específico que justifique y fundamente su establecimiento. Sin 

embargo, el Ayuntamiento de Valladolid se apoyó fundamentalmente en un plan 

elaborado en 2021, es decir, con anterioridad a la entrada en vigor de dicha 

regulación, para considerar cumplida esta exigencia. 

A este respecto, la Sala admite que la experiencia y los trabajos previos pueden 

servir como punto de partida para la elaboración de los nuevos proyectos, pero 

advierte que “lo que no cabe es aplicar sin más una actuación anterior a unas 

exigencias nuevas”. Sobre esta base, concluye que efectivamente que “no se 

puede sino concluir que cuando la disposición objeto de este proceso se aprueba 

no se cumplían los presupuestos establecidos por el ordenamiento jurídico y 

debe ser así declarado llegándose a la conclusión de la declaración de nulidad 

de la misma con estimación de la demanda presentada sin que sea preciso entrar 

en la consideración de los otros motivos de impugnación por no ser los mismos 

tan trascendentes al no afectar al resultado que se da en esta resolución judicial”. 

En consecuencia, la Sala declara la nulidad de pleno derecho de la ZBE de 

Valladolid. Se trata de una decisión que no ha estado exenta de polémica, pues 

el alcalde de la ciudad llegó a cuestionar públicamente la necesidad de 

suspender las sanciones ya impuestas al amparo de la ordenanza anulada. La 

resolución ha generado además una notable incertidumbre entre la ciudadanía 

respecto de la actuación de los agentes encargados de su control mientras se 

resuelve el eventual recurso frente a la sentencia o se aprueba una nueva 

ordenanza que previsiblemente reproduzca, en esencia, las características 

materiales de la ahora anulada. 
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II. LAS MACROGRANJAS EN CASTILLA Y LEÓN: CONTINÚA EL AMOR Y 
ODIO DESDE LAS ADMINISTRACIONES O LOS PARTICULARES 

Las denominadas macrogranjas o explotaciones de ganadería intensiva, cada 

vez más frecuentes en Castilla y León, generan, al igual que ocurre con las 

Zonas de Bajas Emisiones, filias y fobias, tanto entre la ciudadanía, como en las 

propias instituciones públicas. Ello resulta lógico si se tiene en cuenta que, por 

un lado, representan una importante oportunidad de desarrollo económico e 

industrial para numerosos municipios de la Comunidad Autónoma, 

oportunidades que, lamentablemente, no abundan en buena parte de su 

territorio; pero, por otro, pueden ocasionar impactos relevantes sobre el medio 

ambiente y sobre la calidad de vida de los vecinos afectados. 

No resulta extraño, por tanto, que durante los primeros meses de 2026 hayan 

sido varios los pronunciamientos judiciales que han tenido como protagonistas 

este tipo de actividades, especialmente las vinculadas a la ganadería porcina 

intensiva (SSTSJCyL 266/2025, de 17 de diciembre de 2025; 6/2026, de 13 de 

enero; 16/2026, de 27 de enero; 70/2026, de 23 de marzo, entre otras). 

Como podrá comprobarse, buena parte de estas resoluciones traen causa de 

recursos promovidos por asociaciones ecologistas o por particulares que 

pretenden impedir o limitar la implantación de este tipo de instalaciones en sus 

municipios o en el entorno de estos. En otros supuestos, sin embargo, las 

restricciones proceden directamente de las propias Administraciones públicas, 

las cuales intentan limitar la expansión de estas actividades mediante 

instrumentos urbanísticos o de ordenación territorial, fundamentalmente. 

En este contexto, la STSJCyL 1202/2025, de 7 de noviembre de 2025, analiza 

la impugnación del acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y 

Urbanismo de Salamanca, de febrero de 2024, por el que se aprobó 

definitivamente la Modificación Puntual n.º 2 de las Normas Urbanísticas 

Municipales de Puente del Congosto. Los recurrentes solicitaban la declaración 

de nulidad de pleno derecho de dicha modificación sobre la base de tres grandes 

grupos de motivos: defectos competenciales, vicios en el procedimiento de 

elaboración de la norma y motivos de carácter sustantivo. 
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La modificación impugnada presentaba, como señala la propia Sala, un 

contenido doble: por una parte, introducía una nueva regulación del suelo rústico 

mediante la incorporación de determinadas condiciones estéticas aplicables a 

las futuras edificaciones. Por otra, establecía nuevas condiciones para la 

implantación y desarrollo de actividades de ganadería intensiva en dicha clase 

de suelo. 

En relación con la competencia municipal para promover esta modificación del 

planeamiento, la Sala recuerda la jurisprudencia consolidada del Tribunal 

Supremo sobre la autonomía local y la denominada vinculación negativa de las 

competencias municipales. Conforme a esta doctrina, “la competencia normativa 

de las entidades locales no precisa de una específica habilitación legal en cada 

ámbito sectorial siempre, claro está, que no esté excluida dicha competencia y 

que no contravenga la correspondiente legislación, estatal o autonómica, que 

resulte de aplicación” (STS de 22 de mayo de 2015). 

Sobre esta base, el Tribunal descarta la existencia de cualquier vicio 

competencial en la actuación del Ayuntamiento de Puente del Congosto. 

Tampoco aprecia irregularidades procedimentales suficientemente relevantes 

como para justificar la anulación de la modificación urbanística. Sin embargo, 

distinta suerte corren las limitaciones impuestas al uso ganadero intensivo. 

La Sala de Valladolid recuerda en este punto la doctrina fijada por el Tribunal 

Supremo en su sentencia de 15 de julio de 2024, relativa a los frecuentes 

conflictos que surgen entre “la limitación a la implantación de actividades 

económicas desde instrumentos de planeamiento urbanístico como 

manifestación de la potestad de planificación y el principio de libre mercado y 

empresa”. 

A este respecto, se recuerda que “los instrumentos de ordenación territorial y 

urbanística están legitimados para establecer limitaciones en la libertad de 

establecimiento, siempre que tales limitaciones y conforme con los documentos 

elaborados en la aprobación del planeamiento, estén suficientemente 

justificadas, razonables y motivado a su necesidad a los fines de la planificación 

(…) resultando esencial que el contenido de determinaciones de cualquier 

modificación puntual esté suficientemente motivado y que las limitaciones 
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impuestas no representen una restricción absoluta para la implantación de los 

usos”. 

Partiendo de esta doctrina, la Sala concluye que, en el supuesto analizado, “se 

imposibilita de facto, y de cara al futuro, el ejercicio o desarrollo de la actividad 

ganadera intensiva en el suelo rústico de Puente del Congosto y que tal decisión 

carece de la motivación necesaria y suficiente constituyendo así una medida 

desproporcionada y que no deja margen alguno a la política de planificación 

estatal y autonómica en el ámbito ganadero incumpliéndose así la normativa 

sectorial de aplicación”. 

La regulación incorporada por la modificación urbanística establecía, según 

resume el tribunal, que “la instalación de nuevas naves de ganadería intensiva 

de carácter industrial deberían ser consideradas como no compatibles”, 

desarrollando además “una regulación más restrictiva encaminada a permitir las 

instalaciones pecuarias orientadas al autoconsumo y pequeñas explotaciones si 

son compatibles con las protecciones naturales existentes y prohibir las 

explotaciones ganaderas intensivas”. 

En la práctica, estas limitaciones suponían una auténtica prohibición indirecta del 

uso ganadero intensivo. Entre otras medidas, se modificaba la parcela mínima 

exigible, se reducía drásticamente la superficie máxima edificable y la capacidad 

de las explotaciones, se fijaba un límite máximo de nueve unidades de ganado, 

cuando anteriormente no existía restricción alguna, y se disminuían las alturas 

máximas permitidas para las edificaciones ganaderas. 

Como destaca la Sala, estas medidas “aisladamente consideradas podrían 

ofrecer dudas sobre el carácter absoluto de la restricción, no dejan sin embargo 

tal opción si se las tiene en cuenta en su conjunto”, pues con ellas “más del 61% 

de la superficie rústica del municipio quedaría inhabilitada para albergar 

cualquier explotación ganadera que no sea extensiva y hacen que en la práctica 

sea inviable el desarrollo de nuevas explotaciones de ganado intensivo”, con 

independencia de que las concretas instalaciones proyectadas pudieran superar 

favorablemente las correspondientes evaluaciones ambientales. 

Una restricción de tal intensidad únicamente podría resultar admisible si 

estuviera respaldada por una motivación suficiente que acreditara su 
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proporcionalidad y la existencia de una razón imperiosa de interés general. Sin 

embargo, la Sala considera que dicha justificación no concurre en este supuesto, 

pues la única fundamentación ofrecida consistía en, “de un lado, el elevado 

potencial contaminante de las nuevas naves de ganadería intensiva de carácter 

industrial y, de otro, que desde la aprobación de las normas en el año 2013 se 

ha detectado que la instalación de las mismas debería ser considerada como no 

compatible con los usos del suelo rústico razones ambas formuladas sin más en 

esos términos y sin ningún tipo de respaldo o fundamentación adicional”. 

Por ello, concluye que la prohibición resulta desproporcionada, recordando que 

“el elevado potencial contaminante de una actividad no es por sí solo y sin más 

bastante para impedir o restringir el desarrollo de la misma pues llevado al 

extremo ello daría lugar a que no se pudieran ejercer las llamadas actividades 

clasificadas sujetas a una intensa intervención administrativa, pero en sí mismas 

no prohibidas” y, en consecuencia, declara la nulidad de esta parte de la 

modificación urbanística. 

La oposición a la implantación de este tipo de actividades económicas no 

procede únicamente de las Administraciones públicas. Muy al contrario, una 

parte importante de la litigiosidad deriva de iniciativas promovidas por 

particulares, asociaciones vecinales y organizaciones ecologistas. Buena 

muestra de ello son los numerosos recursos dirigidos a cuestionar las 

autorizaciones ambientales concedidas a estas explotaciones o, incluso, la 

condición de interesado en los procedimientos administrativos que conducen a 

su otorgamiento. 

Así sucede, por ejemplo, en la STSJCyL 16/2026, dictada por la Sala de Burgos, 

en la que se analiza la autorización ambiental concedida a una explotación 

porcina situada en Narros (Soria). Uno de los motivos de impugnación consistía 

precisamente en denunciar la vulneración de los intereses de una asociación y 

de varios de sus miembros por no haber sido reconocidos como interesados en 

el procedimiento administrativo. 

El Tribunal rechaza esta pretensión por varias razones. En primer lugar, porque 

la asociación recurrente había sido constituida en Madrid con posterioridad al 

inicio del procedimiento administrativo. En segundo lugar, porque la condición 
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de interesados alegada por algunos de sus miembros, basada en su supuesto 

carácter de vecinos del municipio afectado, no quedó suficientemente 

acreditada. La Sala recuerda que la condición de vecino puede demostrarse 

mediante el correspondiente empadronamiento, extremo que no fue 

debidamente justificado en este caso. 

Asimismo, la sentencia ofrece una interpretación del concepto de “vecino 

colindante” que debe entenderse de forma amplia, considerando por tal a 

quienes, “por su proximidad con el lugar de emplazamiento de la actividad 

pudieran verse afectados por ella”. Sin embargo, dicha proximidad también debe 

acreditarse de forma suficiente, circunstancia que tampoco concurrió en el 

supuesto enjuiciado. 

Por lo que respecta a la impugnación de la autorización ambiental en sí misma 

considerada, estas resoluciones permiten recordar algunas conclusiones de 

interés. Entre ellas, la relativa a la frecuente alegación consistente en que la 

explotación proyectada carece de una concesión de aguas subterráneas en vigor 

o, como ocurría en este caso, que dicha concesión se encuentra suspendida. 

A este respecto, el Tribunal recuerda que ni la normativa sectorial aplicable ni la 

propia Ley de Aguas exigen la previa obtención de autorización administrativa 

de la Confederación Hidrográfica correspondiente como requisito indispensable 

para el otorgamiento de la licencia urbanística. Como señala expresamente la 

sentencia, no existe obligación de disponer de una “autorización administrativa 

previa de la CHD para la utilización de aguas públicas como condición previa 

para el otorgamiento de licencia urbanística por cuanto que el citado art. 52 la 

única obligación que resulta es que para la utilización de aguas públicas, lo que 

tendrá lugar con el inicio y posterior ejercicio de la actividad y el uso para el que 

se han construido dichas edificaciones e instalaciones se requiere previa 

autorización de la CHD pero no que esta tenga que ser previa al otorgamiento 

de licencia urbanística por cuanto que la licencia urbanística no conlleva el 

ejercicio del uso y/o actividad para la que se construyen dichas instalaciones, 

amén de que para la ejecución de las obras puede servirse de agua procedente 

de otros suministros autorizados”. 
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De este modo, la Sala distingue claramente entre la autorización necesaria para 

ejecutar las obras y aquella exigible para el efectivo inicio de la actividad, 

rechazando que la ausencia temporal de concesión o autorización hidráulica 

constituya, por sí sola, un obstáculo insalvable para la tramitación urbanística del 

proyecto en estos casos.  

 

III. A VUELTAS CON LA DETERMINACIÓN DEL PLAN HIDROLÓGICO 
APLICABLE AL MOMENTO DE LA RESOLUCIÓN DE LAS CONCESIONES 
DE AGUAS 

Precisamente, de aguas trata el último caso que se va a comentar este semestre 

en torno a Castilla y León, como es el relativo a la STSJCyL 391/2026, de 13 de 

abril, que aborda una cuestión recurrente en materia de planificación hidrológica 

y que ya ha dado lugar a numerosos pronunciamientos judiciales (entre otras, 

SSTSJCyL de 9 de octubre de 2025, 17 y 24 de febrero de 2026 y la propia de 

13 de abril de 2026).  

La controversia en este caso gira en torno a la determinación del plan hidrológico 

aplicable cuando, al iniciarse el procedimiento administrativo y emitirse los 

informes relevantes, se encontraba vigente un determinado plan, pero en el 

momento de dictarse la resolución ya había entrado en vigor uno nuevo. 

Vinculada a esta cuestión, aparece también la interpretación del artículo 35.2 del 

Anexo VI del Real Decreto 35/2023, por el que se aprobó la revisión de diversos 

planes hidrológicos, entre ellos el correspondiente a la parte española de la 

demarcación hidrográfica del Duero. La principal novedad de este asunto radica 

en que no se cuestiona directamente la validez del citado precepto, como había 

ocurrido en otros procedimientos anteriores, sino en que se solicita al tribunal 

una interpretación de su alcance y aplicación práctica. 

El supuesto de hecho presenta además una particularidad relevante. La 

Confederación Hidrográfica del Duero denegó a los solicitantes su concesión de 

aguas, fundamentando su decisión, entre otros aspectos, en que la actuación 

proyectada suponía un incremento, tanto del volumen máximo anual autorizado, 

como del caudal máximo instantáneo. Sin embargo, los recurrentes sostenían 
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que la Administración había incurrido en un error en la apreciación de los datos 

fácticos del expediente, algo que reconoce la propia sentencia, cuando el 

volumen máximo anual solicitado se reducía en casi 7.000 m³ y el caudal máximo 

instantáneo también experimentaba una ligera disminución. Sin embargo, lo que 

realmente aumentaba de forma significativa era la superficie regable vinculada 

al aprovechamiento. 

La determinación de cuál es el plan hidrológico aplicable en estos supuestos —

si el vigente en el momento de la solicitud o el existente cuando se dicta la 

resolución administrativa— constituye una cuestión tan frecuente que incluso ha 

sido objeto de pronunciamiento expreso por parte del Tribunal Supremo, aunque 

a la vista está que su litigiosidad sigue muy viva. 

La sentencia recuerda, en este sentido, la doctrina establecida por el Tribunal 

Supremo en su resolución de 15 de junio de 2023, conforme a la cual “la 

discusión acerca de cuál sea la normativa aplicable a las solicitudes de carácter 

reglado que los interesados formulan a la administración cuando se produce un 

cambio normativo durante el curso de su tramitación (…) deja de cobrar sentido 

cuando nos encontramos ante la previsión de un régimen transitorio, pues en 

ese caso será el régimen transitorio el que resulte de aplicación, siempre que se 

respeten, lógicamente, los márgenes que en relación con la retroactividad 

establece el artículo 9.3 CE (…) es la propia norma la que configura el régimen 

que haya de aplicarse a los expedientes que se encuentran pendientes al tiempo 

de su entrada en vigor, exigiendo su conformidad con el nuevo planeamiento 

hidrográfico, cualquiera que haya sido su fecha de iniciación, debiendo 

denegarse aquellos aprovechamientos pendientes de resolución, cualquiera que 

sea su naturaleza discrecional o reglada, que sean incompatibles con el nuevo 

plan (…) En este sentido, la disposición transitoria de aplicación tiene ciertos 

efectos retroactivos, pero se trata de una retroactividad de grado mínimo o medio 

(retroactividad impropia) plenamente compatible con la prohibición constitucional 

de retroactividad de las disposiciones restrictivas de derechos individuales 

contenidas en el artículo 9.3 CE, como ha tenido ocasión de declarar tanto el 

Tribunal Constitucional como esta sala”. 

La Sala recuerda asimismo que esta doctrina resulta aplicable, con los matices 

propios de cada supuesto, tanto respecto de potestades regladas (como es en 
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este caso), como discrecionales. En consecuencia, la existencia de un 

procedimiento ya iniciado o incluso avanzado no determina por sí sola la 

aplicación automática de la normativa anterior. 

Sobre esta base, el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León considera 

que la doctrina expuesta resulta plenamente aplicable incluso cuando los 

informes técnicos relevantes hubieran sido emitidos con mucha anterioridad a la 

entrada en vigor del nuevo plan hidrológico. Como señala expresamente la 

sentencia, ello se debe a que “el artículo 90.5 del Reglamento de Planificación 

Hidrológica, aprobado por el Real Decreto 907/2007, es contundente al exigir la 

ratificación del anterior informe de compatibilidad o, en su caso, la emisión de 

uno nuevo en los expedientes de concesión que al publicarse el nuevo plan 

hidrológico se encuentren pendientes de resolución final”. 

Junto a esta cuestión temporal, la sentencia aborda la interpretación del artículo 

35.2 de la normativa del Plan Hidrológico del Duero y, en particular, la duda 

acerca de si debe otorgarse el mismo tratamiento jurídico a una solicitud de 

nueva concesión que a una modificación de un aprovechamiento previamente 

existente. 

A este respecto, la Sala recuerda su consolidada interpretación de la expresión 

“nuevos derechos concesionales”, señalando que esta categoría no puede 

limitarse exclusivamente a los supuestos de otorgamiento de nuevos 

aprovechamientos en sentido estricto. Por el contrario, comprende también 

aquellos casos en los que existe ya una concesión previa, pero se pretende 

introducir en ella modificaciones de suficiente entidad como para alterar las 

condiciones o el régimen jurídico del aprovechamiento autorizado. 

En palabras del propio tribunal, la referencia a los “nuevos derechos 

concesionales”, cuyo otorgamiento se encuentra restringido en determinadas 

zonas vulnerables a la contaminación por nitratos de origen agrario incluidas en 

el Registro de Zonas Protegidas, “no puede entenderse limitada a los nuevos 

aprovechamientos en sentido estricto, es decir, a los casos en los que no se 

contaba con anterioridad con una concesión, sino que comprende también los 

supuestos en los que se parte de uno o varios aprovechamientos que se quieren 
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modificar si esta modificación es de entidad suficiente como para incidir en las 

condiciones o en el régimen de utilización de los mismos”. 

Siguiendo esta misma interpretación, la Sala ya había considerado 

anteriormente que constituye una alteración sustancial de las condiciones del 

aprovechamiento, entre otros supuestos, “la variación de superficie sobre la que 

se aplica el recurso en el caso de aprovechamientos de regadío”. Precisamente 

esta circunstancia es la que concurre en el caso analizado. 

En consecuencia, el Tribunal concluye que el supuesto examinado constituye 

una modificación sustancial del régimen concesional previamente existente y 

que, por ello, debe someterse plenamente a las limitaciones derivadas del nuevo 

marco de planificación hidrológica, confirmando así la legalidad de la actuación 

desarrollada por la Confederación Hidrográfica del Duero. 

 


